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El status jurídico del Sahara Occidental, el papel de España 
como potencia administradora y el reconocimiento por la 

justicia española de las violaciones a los derechos humanos 
cometidas por Marruecos en contra de la población saharaui. 

 

En fechas recientes la justicia española ha abordado tanto el papel de España como Potencia Administradora del 

Sáhara Occidental como la presunta comisión por Marruecos de un delito de genocidio contra el Pueblo Saharaui. 

 

La condición del estado español como potencia administradora del Sáhara Occidental 

El Auto número 40/2014 del pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (Juzgado Central de Instrucción nº 

2) muestra conformidad con el criterio del Ministerio Fiscal que al estudiar el concepto de territorio respecto a la 

cuestión del Sáhara recoge tres etapas: 

 En un primer momento, desde el año 1884 hasta el año 1958, acontece la denominada “época colonial”. 

 

 Posteriormente vino la llamada fase de provincialización durante la cual, tanto a nivel formal como jurídico, al 

Sahara español se le consideraba como una provincia española, concretamente la provincia número 53. 

 

 Por último, se entra en la fase de descolonización dado que al ingresar España en las Naciones Unidas y firmar 

la Carta de las Naciones Unidas reconoció el hecho colonial del Sáhara español, contrayendo una serie de 

obligaciones y convirtiéndose en Potencia administradora. 

 

En dicho auto se reconoce que actualmente hay un importante sector doctrinal que considera que España sigue siendo la 

Potencia Administradora del Sáhara Occidental de iure, aunque no de facto, atendiendo a que la “Declaración de 

Principios entre España, Marruecos y Mauritania sobre el Sáhara Occidental” (conocido también como Acuerdo 

Tripartito de Madrid) ha sido considerada por Naciones Unidas como nula, sin eficacia jurídica, y en consecuencia 

siempre ha considerado a España como la Potencia administradora, con las obligaciones señaladas en el artículo 73 y 74 

de la Carta de las Naciones Unidas. 

 

El propio auto recoge el escrito, de fecha 29 de enero de 2002, dirigido al presidente del Consejo de Seguridad de las 

Naciones Unidas por el Secretario General adjunto para los asuntos jurídicos que dictaminó la nulidad del Acuerdo 

Tripartito: “El acuerdo de Madrid no transfirió la soberanía sobre el territorio, ni confirió a ninguno de los signatarios 

la condición de Potencia Administradora, condición que España, por sí sola, no podía haber trasmitido” (escrito que 

expresamente se recoge en los antecedentes de la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la 

Demanda número 6528/11, de 22 de abril de 2014). 

 

En definitiva, tal y como recoge el Auto, “de acuerdo con lo manifestado hasta el momento, las resoluciones 

aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas, y los informes del Secretario General, la Potencia 

administradora del Sáhara Occidental sigue siendo España, aunque lo sea de iure pero no de facto”. 

El referido Auto, en conclusión, señala: 

 España, con su ingreso en Naciones Unidas, asumió el hecho colonial del Sáhara español, convirtiéndose 

en la Potencia administradora (Resolución 2072, de 17 de diciembre de 1965, aprobada por la Asamblea 

General de Naciones Unidas). 

 

 España, en el preámbulo de la Ley 40/1975, de 19 de noviembre, sobre la descolonización del Sáhara (Boletín 

Oficial del Estadi número 278, día 20 de noviembre de 1975, página 24234) reconoce haber ejercido como 

Potencia administradora, señalando  que “El Estado Español ha venido ejerciendo, como Potencia 

administradora, plenitud de competencias y facultades sobre el Territorio no autónomo del Sáhara....”. 

 

 España, de iure, aunque no de facto, sigue la siendo la Potencia administradora, y como tal, hasta que 
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finalice el periodo de la descolonización, tiene las obligaciones recogidas en los artículos 73 y 74 de la 

Carta de las Naciones Unidas (“entre ellas dar protección, incluso jurisdiccional, a sus ciudadanos contra 

todo abuso, para lo cual debe extender su jurisdicción territorial”). 

 

 Finalmente, señala el Auto que si por la legalidad internacional un territorio no puede ser considerado 

marroquí, tampoco puede aceptarse su jurisdicción como fuero preferente del lugar de comisión del delito. 

 

Presunto delito de genocidio contra el pueblo saharaui cometido por personas marroquíes 

El Auto de procesamiento dictado por el Juzgado Central de Instrucción número 5, de la Audiencia Nacional de España, 

en fecha 9 de abril de 2015, y reformado por Auto de 22 de mayo de 2015
1
, declara con el rigor de un tribunal de 

justicia, y con carácter provisional, la verdad judicial de lo que sucedió en el territorio del Sáhara Occidental, con 

pleno respeto a los estándares internacionales del juicio justo. 

 

Dicho Auto constituye un paso crucial en el reconocimiento de las violaciones a los derechos humanos cometidas por 

Marruecos en contra de la población saharaui en tanto en cuanto el Juez español Pablo Ruz, titular del Juzgado Central 

de Instrucción Nº 5 de la Audiencia Nacional, considera probado que entre 1975 y 1991: 

 “se produjo de una manera generalizada un ataque sistemático contra la población civil saharaui por parte de 

las fuerzas militares y policiales marroquíes”. 

 ”Concurren todos los requisitos del tipo penal que castiga el genocidio”.  

 “Bombardeos contra campamentos de población civil, desplazamientos forzados, asesinatos, detenciones y 

desapariciones de personas, todas ellas de origen saharaui”. 

 

El Juez se fundamenta en las declaraciones prestadas por 19 víctimas directas que permiten “corroborar la indiciaria 

veracidad” de los delitos denunciados y acusa a Marruecos de: “Tener la finalidad de destruir total o parcialmente 

la población saharaui para apoderarse de territorio del Sahara Occidental”. (El delito de genocidio que se ha 

acreditado y perpetrado al menos desde 1975 y hasta 1991, no ha prescrito, pues es un delito permanente y persistente 

en el tiempo). 

 

En palabras de prestigiosos juristas españoles
2
, esta resolución judicial reviste especial trascendencia, puesto que, por 

primera vez, se reconoce por un tribunal de justicia, después de una rigurosa investigación, la existencia de 

indicios racionales de que personas marroquíes cometieron presumiblemente un genocidio contra el pueblo 

saharaui y que este pueblo tiene derecho a la autodeterminación e independencia. 

 

Se describen de forma pormenorizada los distintos crímenes cometidos por personas del Reino de Marruecos contra la 

población saharaui, atribuyendo de manera indiciaria la comisión de los mismos a sujetos individuales concretos. 

El auto de procesamiento representa un avance sin precedentes en la lucha contra la impunidad del genocidio 

saharaui, suponiendo un paso adelante para la efectiva individualización de la responsabilidad penal de los sujetos que 

cometieron estos aberrantes crímenes internacionales. 

Por tanto, el auto de procesamiento representa un avance para el cumplimiento de la legalidad internacional, 

exigiendo el derecho a la autodeterminación e independencia del pueblo saharaui y la defensa de sus derechos 

  

1
  Mediante el Auto de fecha 9 de abril de 2015, dictado por el Juzgado Central de Instrucción número 5 de la Audiencia Nacional 

Española en el marco del sumario 1/2015 (incoado en virtud de la querella interpuesta por genocidio cometido contra el pueblo 

saharaui) se acuerda el procesamiento de once miembros de las fuerzas armadas y policiales marroquíes. Dicho auto fue reformado 

posteriormente mediante resolución del mismo Juzgado Central de fecha 22 de mayo de 2015, ampliando el procesamiento a otro 

funcionario del Estado de Marruecos. 
2
 “Sáhara Occidental, 40 años construyendo resistencia” Nuria García Sanz (investigadora de derechos humanos y abogada), 

Manuel Ollé Sesé (Profesor de Derecho Penal Internacional de la Universidad Complutense de Madrid y abogado) y Sara Ruiz Calvo 

(Máster en Derechos Fundamentales y Abogada especialista en Derecho penal y Derecho penal internacional) 2016. 
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fundamentales y de la dignidad humana. Derechos que han sido ignorados desde que se produjera la invasión marroquí 

del Sáhara Occidental hace más de cuarenta años. 

    


